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EXPEDIENTE  : 4498-2021-SERVIR/TSC 
IMPUGNANTE : ADOLFO MARTIN BLAS GESTRO  
ENTIDAD : PROGRAMA NACIONAL CUNA MÁS 
REGIMEN  : DECRETO LEGISLATIVO Nº 1057 
MATERIA  : RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

SUSPENSIÓN POR TRES (3) DÍAS SIN GOCE DE 
REMUNERACIONES 

 
SUMILLA: Se declara INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el señor 
ADOLFO MARTIN BLAS GESTRO contra la Resolución Jefatural Nº 000165-2021-
MIDIS/PNCM-UGTH, del 24 de agosto de 2021, emitida por la Jefatura de la Unidad 
de Gestión del Talento Humano del Programa Nacional Cuna Más; al haberse 
acreditado la comisión de la falta imputada. 
 
Lima, 12 de noviembre de 2021 
 
ANTECEDENTES 
 
1. Mediante Carta Nº 297-2020-MIDIS-PNCM-UA, del 24 de agosto de 20201, emitida 

por la Jefatura de la Unidad de Administración del Programa Nacional Cuna Más, 
en adelante la Entidad, se resolvió iniciar procedimiento administrativo 
disciplinario al señor ADOLFO MARTIN BLAS GESTRO, en adelante el impugnante, 
quien se desempeñó como Especialista en Contrataciones, por haber incurrido, 
presuntamente, en la falta prevista en el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 
30057 – Ley del Servicio Civil2. 
 
Al respecto, se indicó que el impugnante habría infringido lo dispuesto en el 
numeral 9.1 del artículo 9º de la Ley Nº 30225 – Ley de Contrataciones del 
Estado3, así como en el numeral 87.2 del artículo 87º de su Reglamento, aprobado 

 
1  Notificada al impugnante el 25 de agosto de 2020. 
2  Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil 

“Artículo 85º. Faltas de carácter disciplinario 
    Son faltas de carácter disciplinario que, según su gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión 

temporal o con destitución, previo proceso administrativo: (…) 
   d) La negligencia en el desempeño de las funciones”. 
3  Ley Nº 30225 – Ley de Contrataciones del Estado 

“Artículo 9º. Responsabilidades esenciales 
9.1 Los funcionarios y servidores que intervienen en los procesos de contratación por o a nombre de la 
Entidad, con independencia del régimen jurídico que los vincule a esta, son responsables, en el ámbito 
de las actuaciones que realicen, de organizar, elaborar la documentación y conducir el proceso de 

RESOLUCIÓN Nº 001928-2021-SERVIR/TSC-Primera Sala

188945570012021
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por Decreto Supremo Nº 350-2015-EF4; el numeral 6 del acápite V del Capítulo III 
de las Bases de la Contratación Directa Nº 001-2018-MIDIS/PNCM “Alquiler de un 
inmueble para uso de las oficinas administrativas de la sede central del Programa 
Nacional Cuna Más”, aprobado con Resolución de Dirección Ejecutiva Nº 181-
2018-MIDIS/PNCM5; el literal a) de la Cláusula Octava del Contrato Administrativo 
de Servicios Nº 099-2018-MIDIS-PNCM6; y los numerales 2 y 11 del Capítulo III – 
Características del puesto y/o cargo, establecidas en los Términos de Referencia 
del Proceso de Selección CAS Nº 539-2017-MIDIS/PNCM7; de acuedo con lo 
siguiente: 
 
“(…) Realizó la ampliación de estudio de mercado, en la cual aceptó la cotización 
del señor (…) quien ofreció la entrega de las áreas del inmueble de dos partes, 
condición que contradecía los términos de referencia, toda vez que se precisó que 
la entrega de la totalidad de las áreas para oficinas a alquilarse debía realizarse a 

 
contratación, así como la ejecución del contrato y su conclusión, de manera eficiente, bajo el enfoque 
de gestión por resultados, a través del cumplimiento de las normas aplicables y de los fines públicos de 
cada contrato, conforme a los principios establecidos en el artículo 2 de la presente Ley. 

   De corresponder la determinación de responsabilidad por las contrataciones, esta se realiza de 
acuerdo al régimen jurídico que vincule a las personas señaladas en el párrafo anterior con la Entidad, 
sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan. (…)”. 

4  Reglamento de la Ley Nº 30225, aprobado por Decreto Supremo Nº 350-2015-EF 
“Artículo 87º.- Procedimiento para las contrataciones directas (…) 
87.2. Las actuaciones preparatorias y contratos que se celebren como consecuencia de las 
contrataciones directas deben cumplir con los requisitos, condiciones, formalidades, exigencias y 
garantías establecidos en la Ley y el Reglamento. 

5  Bases de la Contratación Directa Nº 001-2018-MIDIS/PNCM “Alquiler de un inmueble para uso de las 
oficinas administrativas de la sede central del Programa Nacional Cuna Más”, aprobado con 
Resolución de Dirección Ejecutiva Nº 181-2018-MIDIS/PNCM 

 “6. Plazo de entrega de las Áreas 
 Las áreas deberán ser entregadas en un plazo máximo de sesenta (60) días calendario contados a 

partir del día siguiente de la suscripción del contrato, para lo cual deberá encontrarse desocupadas 
por el arrendador y/o terceros, y cumplir con las condiciones establecidas en el contrato, en las bases 
del proceso de selección y la propuesta del contratista, a efectos de que sea ocupado por el PNCM. 
(…)” 

6 Contrato Administrativo de Servicios Nº 099-2018-MIDIS-PNCM 
 “Cláusula Octava 
 a) Cumplir las obligaciones a su cargo derivadas del presente contrato, establecidas en los términos de 

referencia del proceso de selección para el cual fue convocado, en las directivas internas de la entidad 
y en la normatividad vigente, así como las que resulten aplicables a esta modalidad contractual, sobre 
la base de la buena fe laboral”. 

7  Términos de Referencia del Proceso de Selección CAS Nº 539-2017-MIDIS/PNCM 
 “III. CARACTERÍSTICAS DEL PUESTO Y/O CARGO 
 Principales funciones a desarrollar: (…) 
 2) Atender los requerimientos de las áreas usuarias que correspondan a procesos de selección de 

acuerdo a la Ley de Contrataciones del Estado. (…) 
 11) Efectuar las convocatorias e invitaciones, cotizaciones necesarias, así como asesorar al comité 

especial y permanente en las licitaciones, concursos, adjudicaciones directas y menor cuantía”. 
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los sesenta (60) días calendarios, contados a partir del día siguiente de la 
suscripción del contrato. Sin embargo, pese a este hecho, dicha cotización se 
consideró en el referido informe y determinó el valor referencial (…). 
(…) en su informe de estudio de mercado incluyó la cotización del Sr. (…), la misma 
que no cumplía con la condición del plazo de entrega del bien, sin embargo fue 
aceptada por el servidor y se tomó en cuenta para calcular el valor referencial, sin 
haber cumplido de los requisitos establecidos. (…)” 
  

2. Con escrito presentado el 8 de septiembre de 2020, el impugnante formuló sus 
descargos, indicando lo siguiente: 
 
(i) La imputación formulada carece de sustento fáctico y legal. 
(ii) El bien materia de cotización presentaba ventajas para la Entidad. 
(iii) Se solicitó a la Coordinación de Logística que, previamente a la emisión del 

informe de estudio de mercado se consultara a la Unidad de Administración 
si, pese a no cumplir con la condición de entrega, podría considerarse válida la 
referida cotización. 

(iv) En caso se hubiera descartado de plazo la cotización y sin efectuarse la 
respectiva consulta al área usuaria, dicha conducta sí habría resultado 
negligente. 

(v) Actuó en salvaguarda de los intereses institucionales y con anuencia del área 
usuaria para considerar la cotización presentada por la sociedad conyugal. 

 
3. Mediante Resolución Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-UGTH, del 24 de 

agosto de 20218, emitida por la Jefatura de la Unidad de Gestión del Talento 
Humano de la Entidad, se resolvió sancionar al impugnante con la medida 
disciplinaria de suspensión por tres (3) días sin goce de remuneraciones, al 
haberse acreditado las imputaciones efectuadas con Carta Nº 297-2020-MIDIS-
PNCM-UA, del 24 de agosto de 2020. En la citada resolución se indicó lo siguiente: 
 
“(…) Que, no se evidencia de las bases que se haya modificado el plazo de entrega 
de las áreas y que se haya establecido que dicha entrega se realizaría en dos 
partes, tal como erróneamente lo señala el procesado, tal como se menciona en el 
considerando precedente y respecto al Contrato se evidencia en la cláusula tercera 
sobre el monto contractual que la renta mensual de $ 24996.99; sin embargo, 
hasta el mes de octubre se iba a pagar una mensualidad menor por cuanto el 
programa no contaba con la totalidad del metro adjudicado, asimismo la cláusula 
quinta del mismo, establece que las áreas deben ser entregadas en cuarenta y 
cinco (45) días, lo que no se condice con los establecido en las Bases que se 
encuentran en el SEACE;  

 
8  Notificada al impugnante el 24 de septiembre de 2021. 
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(…) el procesado en su desempeño como Especialista en Contrataciones pese a que 
en dos (2) partes la entrega de las áreas a arrendar contradecían los Términos de 
Referencia ajustados que no contemplaban la entrega en fechas distintas o en 
partes, sino, se estableció un plazo máximo de sesenta (60) días calendario, por lo 
que la entrega en partes señalada en la cotización efectuada por el procesado no 
correspondía a una condición aprobada en los TDR. En tal sentido, tales 
argumentos no son suficientes para eximirlo de su responsabilidad. (…)” 

 
TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 
4. El 18 de octubre de 2021, el impugnante interpuso recurso de apelación contra la 

Resolución Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-UGTH, solicitando se declare 
fundado su recurso impugnativo y se revoque el acto impugnado, argumentando 
lo siguiente: 
 
(i) Transcurrió más de un año desde el inicio del procedimiento administrativo 

hasta el momento de la sanción, con lo cual prescribió el plazo 
correspondiente. 

(ii) De forma defectuosa se le notificó el 26 de agosto de 2021 la Resolución 
Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-UGTH, la cual no fue entregada en su 
domicilio, si no en la recepción del edificio. 

(iii) No se objetó la entrega parcial del bien propuesta por la sociedad conyugal, 
con lo cual se entendía que se había modificado los términos de referencia 
correspondientes. 

(iv) La Unidad de Administración dispuso que se efectuara un ajuste en los 
términos de referencia. 

(v) Sus actos se efectuaron procurando una condición más beneficiosa para la 
Entidad. 

(vi) No se han merituado adecuadamente los argumentos formulados en sus 
descargos. 

 
5. Con Oficio Nº 00097-2021-MIDIS/PNCM-UGTH, la Jefatura de la Unidad de Gestión 

del Talento Humano de la Entidad remitió al Tribunal del Servicio Civil, en adelante 
el Tribunal, el recurso de apelación presentado por el impugnante, así como los 
antecedentes que dieron origen a la resolución impugnada. 

 
6. A través de los Oficios Nos 010525 y 010526-2021-SERVIR/TSC, la Secretaría 

Técnica del Tribunal comunicó al impugnante y a la Entidad, respectivamente, la 
admisión a trámite del recurso de apelación. 
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ANÁLISIS 
 
De la competencia del Tribunal del Servicio Civil 
 
7. De conformidad con el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 10239, modificado 

por la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29951 - 
Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 201310, el Tribunal tiene 
por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior 
del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, en las materias: 
acceso al servicio civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario 
y terminación de la relación de trabajo; siendo la última instancia administrativa. 
 

8. Asimismo, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 23 de la Resolución 
de Sala Plena Nº 001-2010-SERVIR/TSC11, precedente de observancia obligatoria 
sobre competencia temporal, el Tribunal es competente para conocer en segunda 
y última instancia administrativa los recursos de apelación que sean presentados 
ante las entidades a partir del 15 de enero de 2010, siempre y cuando, versen 
sobre las materias establecidas descritas en el numeral anterior. 

 
9. Posteriormente, en el caso de las entidades del ámbito regional y local, el Tribunal 

asumió, inicialmente, competencia para conocer los recursos de apelación que 
correspondían sólo a la materia de régimen disciplinario, en virtud a lo establecido 

 
9 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
 “Artículo 17º.- Tribunal del Servicio Civil 

El Tribunal del Servicio Civil - el Tribunal, en lo sucesivo - es un órgano integrante de la Autoridad que 
tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del Sistema. 
El Tribunal es un órgano con independencia técnica para resolver en las materias de su competencia. 
Conoce recursos de apelación en materia de: 
a) Acceso al servicio civil; 
b) Pago de retribuciones; 
c) Evaluación y progresión en la carrera; 
d) Régimen disciplinario; y, 
e) Terminación de la relación de trabajo. 
El Tribunal constituye última instancia administrativa. Sus resoluciones podrán ser impugnadas 
únicamente ante la Corte Superior a través de la acción contenciosa administrativa. 
Por decreto supremo refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, previa opinión favorable 
de la Autoridad, se aprobarán las normas de procedimiento del Tribunal”. 

10 Ley Nº 29951 - Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013 
 DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

“CENTÉSIMA TERCERA.- Deróguese el literal b) del artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, Decreto 
Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos”. 

11 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de agosto de 2010. 
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en el artículo 90º de la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil12, y el artículo 95º de su 
reglamento general, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM13; para 
aquellos recursos de apelación interpuestos a partir del 1 de julio de 2016, 
conforme al comunicado emitido por la Presidencia Ejecutiva de SERVIR y 
publicado en el Diario Oficial “El Peruano”14, en atención al acuerdo del Consejo 
Directivo del 16 de junio de 201615. 

  

 
12 Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

“Artículo 90º.- La suspensión y la destitución 
La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y 
cinco (365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de 
suspensión es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien 
haga sus veces, el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del 
jefe de recursos humanos o quien haga sus veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio 
Civil. 
La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos o 
quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 
por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por 
resolución del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil”. 

13 Reglamento de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 95º.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la Autoridad del Servicio 
Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la autoridad competente 
para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación escrita, que es conocida 
por el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 
La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa”. 

14 El 1 de julio de 2016. 
15 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
“Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general; 
b) Aprobar la política general de la institución; 
c) Aprobar la organización interna de la Autoridad, dentro de los límites que señala la ley y el 
Reglamento de Organización y Funciones; 
d) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
e) Nombrar y remover al gerente de la entidad y aprobar los nombramientos y remociones de los 
demás cargos directivos; 
f) Nombrar, previo concurso público, aceptar la renuncia y remover a los vocales del Tribunal del 
Servicio Civil; 
g) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
h) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
i) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
j) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y 
k) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 
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10. Sin embargo, es preciso indicar que a través del Comunicado de SERVIR publicado 
en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 de junio de 2019, en atención a un nuevo 
acuerdo de su Consejo Directivo16, se hizo de público conocimiento la ampliación 
de competencias del Tribunal en el ámbito regional y local, correspondiéndole la 
atención de los recursos de apelación interpuestos a partir del lunes 1 de julio de 
2019, derivados de actos administrativos emitidos por las entidades del ámbito 
regional y local, en lo que respecta al resto de materias: acceso al servicio civil, 
evaluación y progresión en la carrera, y terminación de la relación de trabajo; esto 
es, asumió la totalidad de su competencia a nivel nacional, tal como se puede 
apreciar en el siguiente cuadro: 
 

COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL DEL SERVICIO CIVIL 

2010 2011 
Recursos de apelación 

interpuestos a partir del  
1 de julio de 2016 

Recursos de apelación 
interpuestos a partir del  

1 de julio de 2019 

PRIMERA SALA 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

Gobierno Regional y Local 
(solo régimen 
disciplinario) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional y 

Gobierno Regional y Local 
(todas las materias) 

 

 
16 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, modificado por el Decreto 
Legislativo Nº 1450 
“Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general y/o de alcance nacional; 
b) Aprobar las normas de desarrollo del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos; 
c) Aprobar la política general de SERVIR; 
d) Aprobar el Presupuesto Institucional, los Estados Financieros, el Balance General, el Plan Estratégico 
Institucional y el Plan Operativo Institucional; 
e) Aprobar la organización interna de SERVIR, el funcionamiento del Consejo Directivo y el desarrollo 
de las funciones de las gerencias y de órganos que se requieran para el ejercicio de sus funciones, 
dentro de los límites que señala la ley y el Reglamento de Organización y Funciones; 
f) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
g) Designar y remover, a propuesta del Presidente Ejecutivo de SERVIR, al Gerente General de SERVIR, 
en los términos que apruebe el Consejo, y aprobar las incorporaciones por concurso público y 
desvinculaciones de los demás Gerentes, Directores y Jefes; 
h) Aprobar la designación, previo concurso público, aceptar la renuncia y aprobar la remoción de los 
vocales del Tribunal del Servicio Civil; 
i) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
j) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
k) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
l) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y, 
m) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 
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11. Por tal razón, al ser el Tribunal el único órgano que resuelve la segunda y última 
instancia administrativa en vía de apelación en las materias de acceso al servicio 
civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y terminación de 
la relación de trabajo en los tres (3) niveles de gobierno (Nacional, Regional y 
Local), con la resolución del presente caso asume dicha competencia, pudiendo 
ser sus resoluciones impugnadas solamente ante el Poder Judicial. 
 

12. En ese sentido, considerando que es deber de todo órgano decisor, en cautela del 
debido procedimiento, resolver la controversia puesta a su conocimiento según el 
mérito de lo actuado; y, habiéndose procedido a la admisión del recurso de 
apelación y valoración de los documentos y actuaciones que obran en el 
expediente, corresponde en esta etapa efectuar el análisis jurídico del recurso de 
apelación. 

 

Del régimen disciplinario aplicable y el procedimiento sancionador regulado por la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil, y su Reglamento General, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 040-2014-PCM 
 
13. Mediante la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil, publicada el 4 de julio de 2013 en 

el Diario Oficial “El Peruano”, se aprobó un nuevo régimen del servicio civil para 
las personas que prestan servicios en las entidades públicas del Estado y aquellas 
que se encuentran encargadas de su gestión, con la finalidad de alcanzar mayores 
niveles de eficacia y eficiencia, así como prestar efectivamente servicios de calidad 
a la ciudadanía, promoviendo además el desarrollo de las personas que lo 
integran. 
 

14. Al respecto, en el Título V de la citada Ley, se establecieron las disposiciones que 
regularían el régimen disciplinario y el procedimiento sancionador, las mismas que 
conforme a lo dispuesto por la Novena Disposición Complementaria Final de la Ley 
del Servicio Civil17, serían aplicables una vez que entre en vigencia la norma 
reglamentaria sobre la materia. 
 

15. Es así que, el 13 de junio de 2014, se publicó en el Diario Oficial “El Peruano” el 
Reglamento General de la Ley del Servicio Civil, aprobado por Decreto Supremo Nº 

 
17 Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
“NOVENA.- Vigencia de la Ley 
a) (…) Las normas de esta ley sobre la capacitación y la evaluación del desempeño y el Título V, 
referido al régimen disciplinario y procedimiento sancionador, se aplican una vez que entren en 
vigencia las normas reglamentarias de dichas materias, con excepción de lo previsto en los artículos 
17º y 18º de esta ley, que se aplican una vez que se emita la resolución de inicio del proceso de 
implementación. (…)”.  
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040-2014-PCM, en cuya Undécima Disposición Complementaria Transitoria18 se 
estableció que el título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento 
sancionador entraría en vigencia a los tres (3) meses de su publicación, es decir, a 
partir del 14 de septiembre de 2014. 
 

16. En ese sentido, a partir del 14 de septiembre de 2014, resultaban aplicables las 
disposiciones establecidas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del 
Libro I de su Reglamento General, entre los que se encontraban comprendidos 
aquellos trabajadores sujetos bajo los regímenes de los Decretos Legislativos Nos 
276, 728 y 1057, estando excluidos sólo los funcionarios públicos que hayan sido 
elegidos mediante elección popular, directa y universal, conforme lo establece el 
artículo 90º del Reglamento General de la Ley del Servicio Civil19. 
 

17. En concordancia con lo señalado en el numeral precedente, a través de la 
Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento 
Sancionador de la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil”, aprobada por Resolución 
de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-SERVIR-PE20, se efectuó diversas precisiones 

 
18 Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por el Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 
“UNDÉCIMA.- Del régimen disciplinario 
El título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento sancionador entra en vigencia a los 
tres (3) meses de publicado el presente reglamento con el fin que las entidades adecuen internamente 
al procedimiento.  
Aquellos procedimientos disciplinarios que fueron instaurados con fecha anterior a la entrada en 
vigencia del régimen disciplinario de la Ley 30057 se regirán por las normas por las cuales se les 
imputó responsabilidad administrativa hasta su terminación en segunda instancia administrativa”. 

19 Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por el Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 90º.- Ámbito de Aplicación 
Las disposiciones de este Título se aplican a los siguientes servidores civiles: 
a) Los funcionarios públicos de designación o remoción regulada, con excepción del Defensor del 
Pueblo, el Contralor General de la República, los miembros del Jurado Nacional de Elecciones, los 
miembros del Consejo Nacional de la Magistratura, el Jefe de la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales, el Jefe del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, los miembros del Directorio 
del Banco Central de Reserva y el Superintendente de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de 
Fondos de Pensiones. 
b) Los funcionarios públicos de libre designación y remoción, con excepción de los Ministros de Estado. 
c) Los directivos públicos; 
d) Los servidores civiles de carrera; 
e) Los servidores de actividades complementarias y 
f) Los servidores de confianza. 
Los funcionarios públicos de elección popular, directa y universal se encuentran excluidos de la 
aplicación de las disposiciones del presente Título. Su responsabilidad administrativa se sujeta a los 
procedimientos establecidos en cada caso”. 

20 Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 



 
 

“Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres” 
“Año del Bicentenario del Perú: 200 años de Independencia” 

 

 

10 

respecto al régimen disciplinario y el procedimiento sancionador regulado en la 
Ley del Servicio Civil y su Reglamento General, señalando en su numeral 4.1 que 
dichas disposiciones resultaban aplicables a todos los servidores y ex servidores de 
los regímenes regulados por los Decretos Legislativos Nos 276, 728, 1057 y Ley Nº 
30057.  
 

18. Por tanto, a partir del 14 de septiembre de 2014 resultaban aplicables las normas 
previstas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su 
Reglamento General, a todos los servidores y ex servidores comprendidos bajo los 
regímenes laborales de los Decretos Legislativos Nos 276, 728 y 1057. 

 
19. Por su parte, respecto a la vigencia del régimen disciplinario y el procedimiento 

administrativo disciplinario, en el numeral 6 de la Directiva Nº 02-2015-
SERVIR/GPGSC, se estableció cuales debían ser las normas que resultaban 
aplicables atendiendo al momento de la instauración del procedimiento 
administrativo, para lo cual se especificó los siguientes supuestos:  
 
(i) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados antes del 14 de 

septiembre de 2014, se rigen por las normas sustantivas y procedimentales 
vigentes al momento de la instauración del procedimiento hasta la resolución 
de los recursos de apelación que, de ser el caso, se interpongan contra los 
actos que ponen fin al procedimiento. 

(ii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 14 de 
septiembre de 2014, por hechos cometidos con anterioridad a dicha fecha, se 
rigen por las reglas procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su 
Reglamento General, y por las reglas sustantivas aplicables al momento en 
que se cometieron los hechos.  

(iii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 14 de 
septiembre de 2014, por hechos cometidos a partir de dicha fecha, se regirán 
por las normas procedimentales y sustantivas sobre régimen disciplinario 
previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General. 

(iv) Si en segunda instancia administrativa o en la vía judicial se declarase la 
nulidad en parte o de todo lo actuado, el procedimiento se regiría por las 
reglas procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento 
General, y por las reglas sustantivas aplicables al momento en que se 
cometieron los hechos.  
 

 
“4. ÁMBITO 
4.1 La presente directiva desarrolla las reglas procedimentales y sustantivas del régimen disciplinario y 
procedimiento sancionador y es aplicable a todos los servidores y ex servidores de los regímenes 
regulados bajo los Decretos Legislativos 276, 728, 1057 y Ley Nº 30057, con las exclusiones 
establecidas en el artículo 90 del Reglamento. (…)”. 
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Respecto a las reglas procedimentales y sustantivas de la responsabilidad 
disciplinaria, corresponde señalar que en el numeral 7 de la Directiva Nº 02-2015-
SERVIR/GPGSC21, se especificó qué normas serían consideradas procedimentales y 
sustantivas, conforme a continuación se detalla: 

 
(i) Reglas procedimentales: Autoridades competentes, etapas y fases del 

procedimiento administrativo, plazos y formalidades de los actos 
procedimentales, reglas sobre actividad probatoria y ejercicio del derecho de 
defensa, medidas cautelares y plazos de prescripción. 

(ii) Reglas sustantivas: Los deberes y/u obligaciones, prohibiciones, 
incompatibilidades, y derechos de los servidores, así como faltas y sanciones. 

 
20. En ese sentido, se debe concluir que a partir del 14 de septiembre de 2014 las 

entidades públicas con trabajadores sujetos bajo los regímenes regulados por el 
Decreto Legislativo Nº 276, Decreto Legislativo Nº 728 y Decreto Legislativo Nº 
1057 deben aplicar las disposiciones, sobre materia disciplinaria, establecidas en el 
Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su Reglamento 
General, siguiendo las reglas sustantivas y procedimentales mencionadas en los 
numerales precedentes. 

 
De la notificación de la Resolución Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-UGTH 

 
21. En el presente caso, esta Sala considera pertinente evaluar, en primer término, lo 

relativo a la notificación de la Resolución Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-
UGTH, toda vez que el impugnante ha cuestionado que dichas resolución no le fue 
debidamente notificada. 

 
21 Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 

Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 
“7. REGLAS PROCEDIMENTALES Y REGLAS SUSTANTIVAS DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 
Se considera como normas procedimentales y sustantivas, para efectos de los dispuesto en el numeral 
6 de la presente directiva, las siguientes: 
7.1 Reglas procedimentales: 
- Autoridades competentes del procedimiento administrativo disciplinario. 
- Etapas y fases del procedimiento administrativo disciplinario y plazos para la realización de actos 
procedimentales. 
- Formalidades previstas para la emisión de los actos procedimentales. 
- Reglas sobre actividad probatoria y ejercicio del derecho de defensa. 
- Medidas cautelares. 
- Plazos de prescripción. 
7.2 Reglas sustantivas: 
- Los deberes y/u obligaciones, prohibiciones, incompatibilidades y derechos de los servidores. 
- Las faltas. 
- Las sanciones: tipos, determinación graduación y eximentes”. 
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22. Sobre el particular, cabe precisar que conforme al artículo 16º del del Texto Único 

Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General 
aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS22, en adelante el TUO de la Ley 
Nº 27444, el acto administrativo es eficaz a partir de que la notificación 
legalmente realizada produce sus efectos. 

 
23. Ante ese contexto, debemos señalar que en el artículo 20º del TUO de la Ley Nº 

2744423 se establecen las modalidades de notificación, siendo la primera en el 

 
22 Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
 “Artículo 3º.- Requisitos de validez de los actos administrativos 

Son requisitos de validez de los actos administrativos: 
1. Competencia.- Ser emitido por el órgano facultado en razón de la materia, territorio, grado, tiempo 
o cuantía, a través de la autoridad regularmente nominada al momento del dictado y en caso de 
órganos colegiados, cumpliendo los requisitos de sesión, quórum y deliberación indispensables para su 
emisión. 
2. Objeto o contenido.- Los actos administrativos deben expresar su respectivo objeto, de tal modo 
que pueda determinarse inequívocamente sus efectos jurídicos. Su contenido se ajustará a lo 
dispuesto en el ordenamiento jurídico, debiendo ser lícito, preciso, posible física y jurídicamente, y 
comprender las cuestiones surgidas de la motivación. 
3. Finalidad Pública.- Adecuarse a las finalidades de interés público asumidas por las normas que 
otorgan las facultades al órgano emisor, sin que pueda habilitársele a perseguir mediante el acto, aun 
encubiertamente, alguna finalidad sea personal de la propia autoridad, a favor de un tercero, u otra 
finalidad pública distinta a la prevista en la ley. La ausencia de normas que indique los fines de una 
facultad no genera discrecionalidad. 
4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al contenido y 
conforme al ordenamiento jurídico. 
5. Procedimiento regular.- Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el 
cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación”. 

23Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo 20º.- Modalidad de notificación  
20.1 Las notificaciones son efectuadas a través de las siguientes modalidades, según este respectivo 
orden de prelación:  
20.1.1 Notificación personal al administrado interesado o afectado por el acto, en su domicilio.  
20.1.2 Mediante telegrama, correo certificado, telefax; o cualquier otro medio que permita comprobar 
fehacientemente su acuse de recibo y quien lo recibe, siempre que el empleo de cualquiera de estos 
medios hubiese sido solicitado, expresamente por el administrado.  
20.1.3 Por publicación en el Diario Oficial o en uno de los diarios de mayor circulación en el territorio 
nacional, salvo disposición distinta de la ley. Adicionalmente, la autoridad competente dispone la 
publicación del acto en el respectivo Portal Institucional, en caso la entidad cuente con este 
mecanismo.   
20.2 La autoridad no puede suplir alguna modalidad con otra ni modificar el orden de prelación 
establecido en el numeral anterior, bajo sanción de nulidad de la notificación. Puede acudir 
complementariamente a aquellas u otras, si así lo estime conveniente para mejorar las posibilidades 
de participación de los administrados.  
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orden de prelación la notificación personal al administrado interesado o afectado 
por el acto, en su domicilio; y se sujeta a las siguientes reglas establecidas en el 
artículo 21º del TUO de la referida Ley: 
 
(i) Se hará en el domicilio que conste en el expediente, o en el último domicilio 

que la persona a quien deba notificarse haya señalado ante el órgano 
administrativo en otro procedimiento análogo en la propia entidad dentro 
del último año. 

(ii) En caso que el administrado no haya indicado domicilio, o que este sea 
inexistente, la autoridad deberá emplear el domicilio señalado en el 
Documento Nacional de Identidad del administrado. De verificar que la 
notificación no puede realizarse en el domicilio señalado en el Documento 
Nacional de Identidad por presentarse alguna de las circunstancias descritas 
en el numeral 23.1.2 del artículo 23º, se deberá proceder a la notificación 
mediante publicación. 

(iii) En el acto de notificación personal debe entregarse copia del acto notificado 
y señalar la fecha y hora en que es efectuada, recabando el nombre y firma 
de la persona con quien se entienda la diligencia. Si esta se niega a firmar o 
recibir copia del acto notificado, se hará constar así en el acta, teniéndose 
por bien notificado. 

(iv) La notificación personal, se entenderá con la persona que deba ser 
notificada o su representante legal, pero de no hallarse presente cualquiera 
de los dos en el momento de entregar la notificación, podrá entenderse con 
la persona que se encuentre en dicho domicilio, dejándose constancia de su 
nombre, documento de identidad y de su relación con el administrado. 

(v) En el caso de no encontrar al administrado u otra persona en el domicilio 
señalado en el procedimiento, el notificador deberá dejar constancia de ello 
en el acta y colocar un aviso en dicho domicilio indicando la nueva fecha en 
que se hará efectiva la siguiente notificación. Si tampoco pudiera entregar 
directamente la notificación en la nueva fecha, se dejará debajo de la puerta 
un acta conjuntamente con la notificación, copia de los cuales serán 

 
20.3 Tratamiento igual al previsto en este capítulo corresponde a los citatorios, los emplazamientos, 
los requerimientos de documentos o de otros actos administrativos análogos. 
20.4 El administrado interesado o afectado por el acto que hubiera consignado en su escrito alguna 
dirección electrónica que conste en el expediente puede ser notificado a través de ese medio siempre 
que haya dado su autorización expresa para ello. Para este caso no es de aplicación el orden de 
prelación dispuesto en el numeral 20.1. 
La notificación dirigida a la dirección de correo electrónico señalada por el administrado se entiende 
válidamente efectuada cuando la entidad reciba la respuesta de recepción de la dirección electrónica 
señalada por el administrado o esta sea generada en forma automática por una plataforma 
tecnológica o sistema informático que garantice que la notificación ha sido efectuada. La notificación 
surte efectos el día que conste haber sido recibida, conforme lo previsto en el numeral 2 del artículo 
25(…)”. 
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incorporados en el expediente. 
 
24. En el presente caso, respecto al acto de sanción, se advierte que la Entidad 

procedió a notificar al impugnante la Resolución Jefatural Nº 000165-2021-
MIDIS/PNCM-UGTH; sin embargo, no se siguió el régimen que la notificación 
personal establece, toda vez que según se evidencia de la constancia de 
notificación, ésta no cumple con lo establecido en el numeral 21.4 del artículo 21º 
del TUO de la Ley Nº 27444. 
 

25. Por lo tanto, se advierte que se ha configurado un supuesto de notificación 
defectuosa contemplado en el numeral 26.1 del artículo 26º del TUO de la Ley Nº 
2744424; no obstante, de acuerdo al numeral 27.2 del artículo 27º del TUO de la 
citada Ley25, se tendrá por bien notificado al administrado a partir de la realización 
de actuaciones procedimentales del interesado que permitan suponer 
razonablemente que tuvo conocimiento oportuno del contenido o alcance de la 
resolución, o interponga cualquier recurso que proceda. 

 
26. Al respecto, de la documentación que obra en el expediente, se aprecia que  el 24 

de septiembre de 2021, el impugnante tomó conocimiento de la Resolución 
Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-UGTH. Por lo tanto, conforme a lo 
señalado en los numerales precedentes, deberá considerarse que la citada 
resolución le fue notificada al impugnante el 24 de septiembre de 2021, al haber 
tomado conocimiento de la citada resolución, lo que ha permitido suponer 
razonablemente que tuvo conocimiento oportuno del contenido o alcance de la 
misma. 

 
 
 

 
24 Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS 
“Artículo 26º.- Notificaciones defectuosas 
26.1 En caso que se demuestre que la notificación se ha realizado sin las formalidades y requisitos 
legales, la autoridad ordenará se rehaga, subsanando las omisiones en que se hubiesen incurrido, sin 
perjuicio para el administrado. 
(…)”. 

25 Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS 
“Artículo 27º.- Saneamiento de notificaciones defectuosas (…) 
27.2 También se tendrá por bien notificado al administrado a partir de la realización de actuaciones 
procedimentales del interesado que permitan suponer razonablemente que tuvo conocimiento 
oportuno del contenido o alcance de la resolución, o interponga cualquier recurso que proceda. No se 
considera tal, la solicitud de notificación realizada por el administrado, a fin que le sea comunicada 
alguna decisión de la autoridad. 
(…)”. 
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Sobre la falta imputada al impugnante 
 

27. En el presente caso, esta Sala advierte que la Entidad dispuso sancionar al 
impugnante, en su calidad de Especialista en Contrataciones, por haber incurrido 
en negligencia en el desempeño de sus funciones, al haberse elaborado un estudio 
de mercado considerándose una cotización que no cumplía con los términos de 
referencia exigidos. 
 

28. Sobre el particular, el impugnante refiere, principalmente, que la Jefatura de 
Administración si cumplió con validar la cotización presentada, a efectos de 
considerarse en el estudio de mercado que elaboró, con lo cual no habría 
cometido ninguna falta; asimismo refiere que habría prescrito el plazo de duración 
del procedimiento administrativo disciplinario. 

 
29. Con relación al argumento del impugnante, referido a que habría prescrito la 

potestad disciplinaria de la Entidad al haber transcurrido más de un (1) año desde 
que inició el procedimiento, esta Sala considera que en el artículo 94º de la Ley del 
Servicio Civil, se establecen los plazos de prescripción, tanto para el inicio del 
procedimiento administrativo disciplinario, así como para la duración de dicho 
procedimiento. Respecto al plazo para el inicio del procedimiento, la referida 
disposición legal prevé un plazo de tres (3) años contados a partir de la comisión 
de la falta y uno (1) a partir de tomado conocimiento por la oficina de recursos 
humanos de la entidad; asimismo, en cuanto al plazo de duración del 
procedimiento administrativo disciplinario, se prevé que entre el inicio del 
procedimiento y la emisión de la resolución no puede transcurrir más de un (1) 
año. 

 

30. Con relación a la prescripción, el numeral 2.16 del Informe Técnico Nº 636-2014-
SERVIR/GPGSC, emitido por la Gerencia de Políticas de Gestión del Servicio Civil de 
la Autoridad Nacional del Servicio Civil, ha establecido que “(…) limita la potestad 
punitiva del Estado, puesto que tiene como efecto que la autoridad administrativa 
deja de tener competencia para perseguir al servidor civil. En la norma se prevén 
dos plazos de prescripción: el primero es el plazo de inicio y se relaciona con el 
periodo entre la comisión de la infracción o la fecha que tomó conocimiento la 
autoridad de la comisión de la infracción y el inicio del procedimiento disciplinario. 
El segundo, la prescripción del procedimiento. Es decir que no puede transcurrir 
más de un año entre el inicio del procedimiento y el acto de sanción”. 

 

31. Ahora bien, conforme se verifica de lo expuesto en los antecedentes de la 
presente resolución, el procedimiento administrativo disciplinario seguido contra 
el impugnante inició el 25 de agosto de 2020, con la notificación de la Carta Nº 
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297-2020-MIDIS-PNCM-UA, culminando el mismo el 24 de agosto de 2021, al 
emitirse la Resolución Jefatural Nº 000165-2021-MIDIS/PNCM-UGTH. 

 

32. En este sentido, entre el 25 de agosto de 2020 y el 24 de agosto de 2021 
transcurrió menos de un año, plazo inferior al previsto para configurarse la 
prescripción de la duración del procedimiento administrativo disciplinario; en tal 
sentido, corresponde desestimar lo expuesto en este extremo. 

 
33. Respecto a la falta prevista en el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057, cabe 

señalar que las entidades deberán especificar qué normas se vulneraron con la 
actuación negligente de sus trabajadores. Esto, obviamente, guarda congruencia 
con el deber de motivación que se impone a toda autoridad administrativa, pues 
la debida motivación, en proporción al contenido y conforme al ordenamiento 
jurídico, constituye un requisito de validez del acto administrativo que se sustenta 
en la necesidad de permitir apreciar su grado de legitimidad y limitar la 
arbitrariedad en la actuación pública26; por lo que no son admisibles como tal la 
exposición de fórmulas generales o vacías de fundamentación para el caso 
concreto, tal como se desprende del numeral 4 del artículo 3º y del numeral 6.3 
del artículo 6º del TUO de la Ley Nº 27444. 

 

34. Acerca del derecho a la motivación de las decisiones de la administración, el 
Tribunal Constitucional27 señala, en términos exactos, lo siguiente: 
 
“Cabe acotar que la Constitución no establece una determinada extensión de la 
motivación, por lo que su contenido esencial se respeta siempre que exista 
fundamentación, congruencia entre lo pedido y lo resuelto y, por sí misma, exprese 
una suficiente justificación de la decisión adoptada, aun si esta es breve o concisa o 
se presenta el supuesto de motivación por remisión. La motivación de la actuación 
administrativa, es decir, la fundamentación con los razonamientos en que se 
apoya, es una exigencia ineludible para todo tipo de actos administrativos, 
imponiéndose las mismas razones para exigirla tanto respecto de actos emanados 
de una potestad reglada como discrecional. El tema de la motivación del acto 
administrativo es una cuestión clave en el ordenamiento jurídico-administrativo, y 
es objeto central de control integral por el juez constitucional de la actividad 

 
26Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS  
“Artículo 6º.- Motivación del acto administrativo  
(…)  
6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas generales o vacías de 
fundamentación para el caso concreto o aquellas fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, 
contradicción o insuficiencia no resulten específicamente esclarecedoras para la motivación del acto. 
(…)”. 

27Sentencia recaída en el Expediente Nº 0091-2005-PA/TC. Fundamento Noveno. 
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administrativa y la consiguiente supresión de los ámbitos de inmunidad 
jurisdiccional. 
Constituye una exigencia o condición impuesta para la vigencia efectiva del 
principio de legalidad, presupuesto ineludible de todo Estado de derecho. A ello, se 
debe añadir la estrecha vinculación que existe entre la actividad administrativa y 
los derechos de las personas. Es indiscutible que la exigencia de motivación 
suficiente de sus actos es una garantía de razonabilidad y no arbitrariedad de la 
decisión administrativa. En esa medida, este Tribunal debe enfatizar que la falta de 
motivación o su insuficiencia constituye una arbitrariedad e ilegalidad, en la 
medida en que es una condición impuesta por la Ley Nº 27444. Así, la falta de 
fundamento racional suficiente de una actuación administrativa es por sí sola 
contraria a las garantías del debido procedimiento administrativo”. 
 

35. De modo que, de lo expuesto hasta aquí, puede inferirse que la imposición de 
sanciones a los administrados no puede sustentarse únicamente en la exposición 
de fórmulas genéricas o dispositivos legales que tipifiquen faltas pero no 
contengan una precisa y clara definición de la conducta que constituye falta, como 
ocurre con el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057, ya que en dichos 
literales únicamente se señala que constituye falta administrativa: el 
incumplimiento de las normas previstas en la Ley Nº 30057 y en su Reglamento 
General, así como la negligencia en el desempeño de las funciones. 

 
36. En este sentido, tratándose este caso de una sanción por la comisión de la falta de 

negligencia en el desempeño de las funciones, esta Sala considera pertinente 
señalar que mediante la Resolución de Sala Plena Nº 001-2019-SERVIR/TSC28, 
emitida por el Tribunal, se establecieron como precedente administrativo de 
observancia obligatoria, una serie de criterios vinculados a este tipo de falta, 
correspondiente a lo siguiente: 

 

“22. Por consiguiente, los órganos competentes en el procedimiento disciplinario 
deben describir de manera suficientemente clara y precisa, tanto al momento de 
iniciar un procedimiento administrativo disciplinario como al momento de resolver 
la imposición de una sanción, cuál es la falta prevista en la Ley que es objeto de 
imputación (y cuando fuere el caso, precisar la disposición reglamentaria que la 
complementa), cuál es la conducta atribuida al imputado que configura la falta 
que se le imputa, cuáles son los hechos que con base en el principio de causalidad 
configuran la conducta pasible de sanción; indicando además de manera precisa, 
clara y expresa cuáles son las normas o disposiciones, vigentes en el momento en 
que se produjo la falta, que sirven de fundamento jurídico para la imputación. 
(…) 

 
28 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 1 de abril de 2019. 
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31. En este sentido, este Tribunal del Servicio Civil considera que en los casos en los 
que las entidades estatales imputen la falta disciplinaria sustentada en la 
negligencia en el desempeño de las funciones, deben especificar con claridad y 
precisión las normas complementarias a las que se remiten, cuidando que se 
contemplen las funciones que las normas de organización interna de la entidad ha 
establecido para sus servidores y funcionarios, las cuales obviamente deben ser de 
previo conocimiento de su personal”. 

 
37. Asimismo, en la Resolución de Sala Plena Nº 001-2019-SERVIR/TSC, se indicó que 

los precedentes administrativos de observancia obligatoria precisados, deben ser 
cumplidos por los órganos competentes del Sistema Administrativo de Gestión de 
Recursos Humanos a partir del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
“El Peruano”. 
 

38. Ahora bien, de acuerdo a lo expuesto en los fundamentos de la Carta Nº 297-
2020-MIDIS-PNCM-UA, esta Sala advierte que la imputación en contra del 
impugnante se sustenta en un hecho objetivo, esto es, emitir un estudio de 
mercado considerando una cotización que no cumplía con los términos de 
referencia. 

 

39. Sobre el particular, el argumento del impugnante se centra en señalar que se 
había dispuesto por parte de la Unidad de Administración el ajuste y adecuación 
de los términos de referencia a efectos de que sea compatible con la cotización 
observada, siendo que dicha propuesta resultaba ventajosa para la Entidad. 

 

40. Ahora bien, de acuerdo a las disposiciones para contempladas para el proceso de 
contratación, se advierte que en las Bases de la Contratación Directa Nº 001-2018-
MIDIS/PNCM establecían expresamente como plazo de entrega para el inmueble 
objeto de contratación, el máximo de sesenta (60) días calendario contados a 
partir del día siguiente de la suscripción del contrato. 

 

41. En este sentido, el impugnante reconoce que la propuesta considerada no cumplía 
con lo previsto en las Bases antes mencionada; no obstante, sostiene que el área 
usuaria dio su conformidad para hacer ajustes en los términos de referencia y 
pueda contratarse el inmueble propuesto. 

 

42. Al respecto, el impugnante hace mención al Informe Nº 062-2018-MIDIS/PNCM-
UA-LOG, precisando que el mismo no fue objetado y que luego de revisarse el 
mismo la Unidad de Administración dispuso que se hicieran ajustes para la 
contratación. 

 

43. Con relación al Informe Nº 062-2018-MIDIS/PNCM-UA-LOG, esta Sala verifica que 
el mismo no fue emitido con el propósito de solicitar a la Unidad de 
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Administración la aprobación del valor referencial o para consultar sobre la validez 
de la cotización, sino que fue formulado por el Coordinador de Logística para 
solicitar a la Jefa de dicha unidad la certificación y previsión presupuestal para el 
alquiler del inmueble requerido sobre las bases del estudio de mercado. 

 

44. De esta forma, se advierte que el impugnante no desempeñó sus funciones de 
forma adecuada, toda vez que no existe evidencia de que haya informado sobre 
las particularidades del inmueble y que a partir de ello se dispusiera hacer una 
modificación de los términos de referencia para la contratación correspondiente; 
con lo cual, corresponde desestimar lo expuesto por el impugnante en este 
extremo. 

 

45. Por otro lado, respecto del argumento del impugnante, referido a que el inmueble 
propuesto permitía obtener un ahorro para la Entidad, se advierte que, si bien 
podría considerarse una opción más ventajosa, en el marco del proceso de 
contratación debía efectuarse de forma expresa el cambio en las bases y términos 
de referencia, situación que en este caso no fue cumplida. 
 

46. En tal sentido, a la luz de los hechos expuestos en los numerales que anteceden, y 
tal como se aprecia de la documentación que obra en el expediente, esta Sala 
puede colegir que se encuentra debidamente acreditada la responsabilidad del 
impugnante por los hechos que fue sancionado en el marco del procedimiento 
administrativo disciplinario iniciado en su contra, en mérito a los documentos 
valorados a lo largo del procedimiento. 

 

47. Por las consideraciones expuestas, esta Sala considera que debe declararse 
infundado el recurso de apelación interpuesto por el impugnante. 

 
En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 17º del Decreto Legislativo 
Nº 1023, la Primera Sala del Tribunal del Servicio Civil; 
 
RESUELVE: 
 
PRIMERO.- Declarar INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el señor 
ADOLFO MARTIN BLAS GESTRO contra la Resolución Jefatural Nº 000165-2021-
MIDIS/PNCM-UGTH, del 24 de agosto de 2021, emitida por la Jefatura de la Unidad de 
Gestión del Talento Humano del PROGRAMA NACIONAL CUNA MÁS; por lo que se 
CONFIRMA la citada resolución. 
 
SEGUNDO.- Notificar la presente resolución al señor ADOLFO MARTIN BLAS GESTRO y 
al PROGRAMA NACIONAL CUNA MÁS, para su cumplimiento y fines pertinentes. 
 
TERCERO.- Devolver el expediente al PROGRAMA NACIONAL CUNA MÁS. 
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CUARTO.- Declarar agotada la vía administrativa debido a que el Tribunal del Servicio 
Civil constituye última instancia administrativa. 
 
QUINTO.- Disponer la publicación de la presente Resolución en el Portal Institucional 
(www.servir.gob.pe). 
 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 
 

 
L8/R1 

 




